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EXPEDIENTE 151/2021-3 

Zacatepec de Hidalgo, Morelos; a veinticinco de 

noviembre de dos mil veintiuno. 

V I S T O S para resolver en DEFINITIVA, en los autos 

del expediente número 151/2021-3 relativo al JUICIO DE 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA promovido en la vía 

ORDINARIA CIVIL por **********, contra **********  E 

**********, radicado en la Tercera Secretaria de esta H. 

Juzgado,  y; 

                          R E S U L T A N D O S: 

1.- PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. Mediante 

escrito presentado el veintiuno de junio de dos mil 

veintiuno, ante la Oficialía de Partes Común del Cuarto 

Distrito Judicial del H. Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Morelos, que por turno correspondió conocer a 

este Juzgado, compareció **********, promoviendo en la vía 

ORDINARIA CIVIL la PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA 

contra ********** e **********. Manifestando como hechos los 

que se aprecian en su escrito de demanda, los cuales se 

tienen en este apartado por íntegramente reproducidos 

como si literalmente se insertasen a la letra en obvio de 

repeticiones innecesarias. Además, invocó los preceptos 

legales que consideró aplicables al presente asunto y 

exhibió los documentos que consideró base de su acción. 

 

2.- RADICACIÓN DEL JUICIO. Por acuerdo de 

veintiuno de junio de dos mil veintiuno, se admitió a 

trámite la demanda en la vía y forma propuesta, ordenando 

correr traslado y emplazar a los codemandados, para que 

dentro del plazo legal de diez días dieran contestación a la 

demanda entablada en su contra, requiriéndoles que 
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señalaran domicilio dentro de esta jurisdicción para oír y 

recibir notificaciones, apercibiéndoles que en caso de no 

hacerlo las subsecuentes notificaciones aún las de carácter 

personal se les harían y surtirían a través del Boletín 

Judicial que edita este H. Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Morelos. 

 

3.- EMPLAZAMIENTO DE LOS CODEMANDADOS. 

– Los llamamientos a juicio se hicieron de la siguiente 

manera: 

 

a): ********** Mediante emplazamiento por 

comparecencia de veinticuatro de junio de dos mil 

veintiuno, emplazamiento que fue realizado por conducto 

de su apoderado legal **********, quien acreditó su 

personalidad ante la fedataria de la adscripción. 

b) **********: Mediante cedula de notificación de ocho 

de julio de dos mil veintiuno, emitida por la actuaria 

adscrita al Primer Distrito Judicial del Estado de Morelos 

(previo citatorio). 

 

4.- POSTURA DE LOS CODEMANDADOS.- La 

actitud procesal asumida por los codemandados, una vez 

emplazados a juicio fue la siguiente: 

 

a) **********: por conducto de su apoderado legal 

**********; Mediante auto de diez de septiembre de dos 

mil veintiuno, previa certificación correspondiente se tuvo 

por declarada la rebeldía en que incurrió teniéndose por 

perdido el derecho que tuvo para contestar la demanda 

entablada en su contra. 

b) **********: Mediante auto de diez de septiembre 

de dos mil veintiuno, previa certificación correspondiente 

se tuvo por declarada la rebeldía en que incurrió teniéndose 
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por perdido el derecho que tuvo para contestar la demanda 

entablada en su contra. 

 

5.- FIJACIÓN DEL DEBATE.- Toda vez que se 

encontraba fijada la litis, en auto de diez de septiembre de 

dos mil veintiuno, se señaló fecha y hora para que tuviera 

verificativo la audiencia de Conciliación y Depuración, 

prevista en el artículo 371 del Código Procesal Civil Vigente 

en el Estado. 

 

6.- AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN Y 

DEPURACIÓN.- El uno de octubre de dos mil veintiuno, 

se desahogó la audiencia de Conciliación y Depuración, en 

la que se hizo constar la incomparecencia de las partes, a 

pesar de encontrarse debidamente notificadas, motivo por 

el cual no fue posible la conciliación, procediendo a depurar 

el presente procedimiento y en virtud de que no existían 

excepciones de previo y especial pronunciamiento que 

resolver, se mandó abrir el juicio a prueba por el término de 

ocho días comunes para las partes. 

 

7.- OFRECIMIENTO, ADMISIÓN y PREPARACIÓN 

DE LOS MEDIOS PROBATORIOS.- Por auto de  uno de 

octubre de dos mil veintiuno, se señaló día y hora para 

que tuviera verificativo la audiencia de Pruebas y Alegatos 

prevista por el artículo 400 del Código Procesal Civil, 

además se proveyó sobre los medios probatorios ofrecidos. 

 

8.- DESAHOGO DE LOS MEDIOS PROBATORIOS.- 

El tres de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo 

verificativo el desahogo de la audiencia de Pruebas y 

Alegatos, en la cual se desahogaron las pruebas que se 

encontraban preparadas, y al no existir prueba pendiente 

para desahogar, se tuvieron por formulados los alegatos de 
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la parte actora y por perdido el derecho de los demandados 

********** e **********, para formular los que a su parte 

correspondían, por último se turnaron los presentes autos 

para resolver en definitiva, lo cual ahora se hace al tenor  

siguiente:  

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. Este Juzgado 

es competente para conocer y resolver el presente asunto 

sometido a su consideración, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 87 y 105 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 18, 21, 23, 

24, 29 y 34 del Código Procesal Civil del Estado de 

Morelos. 

En ese tenor y en lo que respecta a la competencia 

por razón del grado, este Juzgado es competente para 

conocer el presente asunto, ya que se encuentra 

eminentemente en primera instancia.  

Por cuanto a la competencia por materia este Órgano 

Jurisdiccional es competente, al ser las pretensiones 

reclamadas de naturaleza civil. 

De igual manera y tratándose de la competencia por 

razón de territorio, se debe tomar en consideración lo 

preceptuado por el dispositivo 34 fracción III del Código 

Adjetivo Civil en vigor del Estado de Morelos que dispone: 

  

…”Articulo 34.- Competencia por 
razón de territorio.  Es órgano judicial 
competente por razón de territorio. I.---
II---III.- El de la ubicación de la cosa, 
tratándose de pretensiones reales 
sobre inmuebles o de controversias 
derivadas del contrato de 
arrendamiento de inmuebles. Si los 
bienes estuvieren situados en o 
abarcaren dos o más circunscripciones 
territoriales judiciales, será competente 
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el que prevenga en el conocimiento del 
negocio…” 

 

De lo anterior, se advierte que la competencia por 

territorio tratándose de pretensiones reales sobre 

inmuebles, está determinada por el domicilio de la cosa, 

siendo que el bien inmueble sujeto a litis es identificado 

como: **********, lugar donde ejerce jurisdicción este 

Tribunal, por ende, resulta innegable la competencia que le 

asiste a este Juzgado para conocer y resolver el asunto que 

nos atiende. 

 

II. ANÁLISIS DE LA VÍA.- En segundo plano, se 

procede al análisis de la vía en la cual la accionante intenta 

su acción, análisis que se realiza previamente al estudio del 

fondo del presente asunto, debido a que el derecho a la 

tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no 

es ilimitado, sino que está restringido por diversas 

condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad 

jurídica. 

Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en 

que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución 

de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el 

carácter de presupuesto procesal que debe atenderse 

previamente a la decisión de fondo, porque el análisis 

de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, 

en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de 

no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre 

las acciones planteadas.  

Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser 

una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio 

porque la ley expresamente ordena el procedimiento en 

que deben tramitarse las diversas controversias, sin 
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permitirse a los particulares adoptar diversas formas de 

juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la 

ley.  

Robustece la anterior determinación la siguiente 

jurisprudencia derivada de la CONTRADICCIÓN DE TESIS 

135/2004-PS, Novena Época, con número de registro 

digital, 178665, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación su Gaceta, Tomo XXI, abril de 2005, Materia 

común, página 576,  que expone: 

 
PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 
PRESUPUESTO PROCESAL QUE 
DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO 
ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE 
LA CUESTIÓN PLANTEADA. 
 
El derecho a la tutela jurisdiccional 
establecido por el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino 
que está restringido por diversas 
condiciones y plazos utilizados para 
garantizar la seguridad jurídica. Así, las 
leyes procesales determinan cuál es la 
vía en que debe intentarse cada acción, 
por lo cual, la prosecución de un juicio 
en la forma establecida por aquéllas 
tiene el carácter de presupuesto 
procesal que debe atenderse 
previamente a la decisión de fondo, 
porque el análisis de las acciones sólo 
puede llevarse a efecto si el juicio, en la 
vía escogida por el actor, es 
procedente, pues de no serlo, el Juez 
estaría impedido para resolver sobre las 
acciones planteadas. Por ello, el estudio 
de la procedencia del juicio, al ser una 
cuestión de orden público, debe 
analizarse de oficio porque la ley 
expresamente ordena el procedimiento 
en que deben tramitarse las diversas 
controversias, sin permitirse a los 
particulares adoptar diversas formas de 
juicio salvo las excepciones 
expresamente señaladas en la ley. En 
consecuencia, aunque exista un auto 
que admita la demanda y la vía 
propuesta por la parte solicitante, sin 
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que la parte demandada la hubiere 
impugnado mediante el recurso 
correspondiente o a través de una 
excepción, ello no implica que, por el 
supuesto consentimiento de los 
gobernados, la vía establecida por el 
legislador no deba tomarse en cuenta. 
Por tanto, el juzgador estudiará de oficio 
dicho presupuesto, porque de otra 
manera se vulnerarían las garantías de 
legalidad y seguridad jurídica 
establecidas en el artículo 14 
constitucional, de acuerdo con las 
cuales nadie puede ser privado de la 
vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, en 
el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento. Luego 
entonces, el juzgador, en aras de 
garantizar la seguridad jurídica de las 
partes en el proceso, debe asegurarse 
siempre de que la vía elegida por el 
solicitante de justicia sea la procedente, 
en cualquier momento de la contienda, 
incluso en el momento de dictar la 
sentencia definitiva, por lo que debe 
realizar de manera oficiosa el estudio de 
la procedencia de la vía, aun cuando las 
partes no la hubieran impugnado 
previamente. 
 
Contradicción de tesis 135/2004-PS. 
Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Tercero y Sexto, ambos en 
Materia Civil del Primer Circuito y la 
anterior Tercera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 9 de 
febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
Tesis de jurisprudencia 25/2005. 
Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de 
marzo de dos mil cinco. 
 

Así, tenemos que una vez analizadas las constancias 

procesales que integran los autos, esta autoridad judicial 



   

. 

 

8 

determina que la vía elegida es la correcta, debido a lo 

estipulado en los preceptos 349 y 661 del Código Procesal 

Civil Vigente en el Estado, que refieren: 

 

”Articulo 349.- Del juicio civil 
ordinario. Los litigios judiciales se 
tramitarán en la vía ordinaria, con 
excepción de los que tengan señalado 
en este Código una vía distinta o 
tramitación especial, siendo aplicables 
las disposiciones de este Título, en lo 
conducente, a los demás 
procedimientos establecidos por este 
Ordenamiento.”. 

 
“Articulo 661.- Quién puede 

promover la declaración de 
propiedad. El que hubiere poseído 
bienes inmuebles por el tiempo y las 
condiciones exigidas por el Código Civil 
para adquirirlos por prescripción, puede 
promover juicio contra el que aparezca 
como propietario de ellos en el Registro 
Público de la Propiedad, a fin de que se 
declare que se ha consumado y que ha 
adquirido la propiedad por virtud de la 
prescripción. Este juicio se seguirá en la 
vía ordinaria…” 

 
En tales condiciones, la vía analizada es la idónea 

para este procedimiento, ya que, el artículo 661 de la Ley 

Adjetiva Civil, establece esta vía para la tramitación de los 

juicios de prescripción adquisitiva tal y como ocurre con el 

presente juicio. 

Sin perjuicio del análisis y estudio de la procedencia 

de la acción hecha valer por la parte actora, pues el estudio 

de la vía, no significa la procedencia de la acción misma.  

 

III.- LEGITIMACIÓN.- Conforme a la sistemática 

establecida por el artículo 105 de la Ley Adjetiva Civil 

aplicable, se procede en primer término al estudio de la 

legitimación procesal de la parte actora para poner en 

movimiento este Órgano Jurisdiccional, por ser ésta una 
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cuestión de orden público que puede ser analizada aún en 

sentencia definitiva, la cual es independientemente de la 

legitimación ad causam o de la acción, que será objeto del 

estudio en el apartado correspondiente, toda vez que la 

misma tiene que ver con los requisitos o elementos 

necesarios para la procedencia de la acción misma.  

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis, con número de 

registro digital, 2018709, emitida por los Tribunales 

Colegiados de Circuito, Décima Época, Materia Civil 

Común, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Libro 61, diciembre 2018, Tomo II, 

página 1106, que dice: 

 

LEGITIMACIÓN. SU ESTUDIO DEBE 
REALIZARSE OFICIOSAMENTE EN 
CUALQUIER ETAPA PROCESAL 
POR SER UN PRESUPUESTO DE LA 
ACCIÓN. 
 
La otrora Tercera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia de rubro: 
"LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO 
DE LA.", determinó que: "La falta de 
legitimación de alguna de las partes 
contendientes constituye un elemento o 
condición de la acción que, como tal, 
debe ser examinada aun de oficio por el 
juzgador.". En tal virtud, la legitimación, 
al ser un presupuesto de la acción, que 
es de orden público, debe estudiarse 
oficiosamente por el juzgador de 
primera instancia, el tribunal de 
apelación e, inclusive, en una vía 
extraordinaria como lo es el juicio de 
amparo sin que, para tal efecto, sea 
necesario que se haya opuesto 
excepción, en función de que existe esa 
obligación para el órgano jurisdiccional. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 

Al respecto, cabe precisar que el artículo 179 de la 

Ley Procesal Civil señala. 

 
“Artículo 179. Partes. Solo puede 
iniciar un procedimiento judicial o 
intervenir en él, quien tenga interés en 
que la autoridad judicial declare o 
constituya un derecho o imponga una 
condena y quien tenga el interés 
contrario.” 

 
Por su parte, el artículo 180 del Ordenamiento Legal, 

establece:  

“Artículo 180. Capacidad Procesal. 
Tienen capacidad para comparecer en 
juicio entre otras, las personas físicas 
que conforme a la Ley estén en pleno 
ejercicio de sus derechos civiles.”  

 

De igual forma, el artículo 191 de la misma norma, 

establece que: 

 
“Artículo 191. Legitimación y 
substitución Procesal. Habrá 
legitimación de parte cuando la 
pretensión se ejercita por la persona a 
quien la Ley concede facultad para ello 
y frente a la persona contra quien deba 
ser ejercitada.” 

 

En este orden de ideas, tomando en cuenta que de 

acuerdo con los preceptos legales invocados, puede iniciar 

un procedimiento quien tenga interés en que la autoridad 

judicial declare o constituya un derecho y tenga la 

capacidad jurídica para comparecer al mismo, o sea esté 

en pleno ejercicio de sus derechos civiles; en ese tenor la 

legitimación activa de la parte actora **********, se 

encuentra acreditada con  el Contrato Privado de 

Compraventa celebrado el **********, con **********, 
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respecto al bien inmueble identificado como **********, 

mismo que se encuentra inscrito en el **********, como 

consta en el Certificado de Libertad de gravamen de once 

de mayo de abril de dos mil veintiuno, a nombre de 

********** 

Documentales de las cuales se infiere la legitimación 

activa o facultad de la parte actora para hacer valer la 

acción que pretende; toda vez, que el artículo 1226 del 

Código Civil en vigor, establece que tiene capacidad para 

Usucapir, quien tenga un título suficiente para darle el 

derecho a poseer el inmueble materia de la prescripción, 

por lo cual, de la primera de las documentales se desprende 

que mediante contrato celebrado entre **********por 

conducto de su Administrador único **********como 

vendedor y **********, como compradora, la actora 

adquirió la propiedad del inmueble materia de juicio, acto 

jurídico que le da facultad suficiente para hacer valer las 

acciones que se deduzcan para ejercitar su derecho de 

propiedad, por lo que, a la referida documental en términos 

del artículo 490 del Código Procesal Civil en vigor, se le 

otorga pleno valor probatorio, en virtud de no haber sido 

desvirtuada en su contenido y forma, quedando con ella 

acreditada la legitimación activa de la parte actora. 

Respecto a la legitimación pasiva del demandado 

**********., la misma no se encuentra acreditada en autos, 

por las siguientes consideraciones: 

En primer término, de un análisis minucioso, del 

contrato privado de compraventa que exhibe la parte 

actora, se desprende que los celebraron por una parte 

**********  representado en ese acto por su administrador 

único, el C. **********, a quien en lo sucesivo se le denomino 

como el vendedor y por la otra parte la C. **********, a quien 

se le denomino como la compradora, respecto del bien 

inmueble identificado como ********** 
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Ahora bien, del certificado de libertad o de gravamen, 

se observa que el propietario del inmueble ubicado en 

**********, lo es **********. 

 

Asimismo, obra en el presente sumario la 

comparecencia voluntaria de emplazamiento de fecha 

veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, en la que 

compareció **********, Gerente de la Sociedad Mercantil, 

********** quien exhibió para acreditar su legitimación la 

copia certificada del poder notarial registrado bajo el 

número 86,328, volumen 2,828, tirado ante la fe del titular 

de la notaria número uno, y del patrimonio inmobiliario 

federal, actuando en la Novena Demarcación Notarial del 

Estado de Morelos, con sede en Jiutepec, Morelos,  del cual 

en el apartado de cláusulas, en la tercera se determinó: 

“…TERCERA.- queda formalizado el nombramiento del 

señor **********, como nuevo gerente de la Sociedad 

Mercantil denominada **********, así como el otorgamiento 

de Poderes u facultades de Representación social al 

mismo, en los términos del acta de Asamblea que por este 

instrumento se protocoliza”, dentro de los cuales, se 

desprende el poder general para pleitos y cobranzas, entre 

otros.  

En esa tesitura, se colige que la parte actora en su 

escrito inicial de demanda, demanda a **********, persona 

moral que si bien es cierto, coincide con quien celebro el 

contrato privado de compraventa de fecha veinte de abril 

del año dos mil quince, no menos cierto es que la persona 

moral que se encuentra registrada como propietario en el 

certificado de libertad o de gravamen que exhibió la 

accionante lo es, **********más aún, la persona que 

compareció a emplazarse voluntariamente del presente 

juicio con fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, 

acredito ser Apoderado Legal de la Sociedad Mercantil 

denominada **********, luego, es inconcuso que existe una 
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discrepancia de la persona que demanda con los 

documentos fundatorios de la acción y con el que exhibió el 

referido apoderado al momento del emplazamiento, 

entonces al tratarse de distinta persona moral, se 

concluye que no se encuentra acreditada la legitimación 

pasiva de la demandada antes citada. 

 

Lo anterior, tiene su fundamento en los artículos 661 

del Código Procesal Civil del Estado de Morelos y 1242 del 

Código sustantivo de la materia  que respectivamente dicen 

lo siguiente: 

“…ARTÍCULO 661.- Quién puede 
promover la declaración de 
propiedad. El que hubiere poseído 
bienes inmuebles por el tiempo y las 
condiciones exigidas por el Código 
Civil para adquirirlos por 
prescripción, puede promover juicio 
contra el que aparezca como 
propietario de ellos en el Registro 
Público de la Propiedad, a fin de que 
se declare que se ha consumado y 
que ha adquirido la propiedad por 
virtud de la prescripción. Este juicio 
se seguirá en la vía ordinaria. No 
podrá ejercitarse ninguna pretensión 
contradictoria de dominio de 
inmuebles o de derechos reales 
inscritos a nombre de persona o 
entidad determinada, sin que 
previamente o a la vez se entable 
nulidad o cancelación de la 
inscripción en que conste dicho 
dominio o derecho. El juicio 
contradictorio se ventilará en la vía 
ordinaria.”. 
 

“…ARTICULO *1242.- 
PROMOCION DE JUICIO POR EL 
POSEEDOR CON ANIMO DE 
PRESCRIBIR. El que hubiere 
poseído bienes inmuebles por el 
tiempo y con las condiciones 
exigidas por este Código para 
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adquirirlos por prescripción, puede 
promover juicio contra el que 
aparezca como propietario de esos 
bienes en el Registro Público de la 
Propiedad, a fin de que se declare 
que la prescripción se ha 
consumado y que ha adquirido, por 
ende, la propiedad. En caso de que 
el poseedor tenga conocimiento de 
que el propietario real del inmueble 
sea persona distinta a la señalada en 
el Registro Público de la Propiedad, 
deberá igualmente, promover juicio 
contra éste. En todo caso, para el 
ejercicio de esta pretensión, el 
promovente del juicio deberá revelar 
la causa generadora de su 
posesión.”. 

 

Numerales de los cuales se desprende que la 

legislación civil que nos rige establece como uno de los 

requisitos para entablar demanda de usucapión lo es, 

promover juicio contra el que aparezca como 

propietario de esos bienes en el Registro Público de la 

Propiedad, cuestión que en el presente asunto no se colma 

por los motivos expuestos en líneas que anteceden, 

máxime que el procedimiento civil es de estricto derecho 

conforme al artículo primero del Código Procesal Civil que 

nos rige en la entidad. 

  

En ese tenor y toda vez que la falta de legitimación 

pasiva no constituye una excepción perentoria que tienda a 

destruir la acción, se dejan a salvo los derechos de la parte 

actora **********, para que los haga valer en la vía y forma 

que corresponda. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la  tesis cuyos con 

número de registro digital 196309, emitida por los 

Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia 

Civil, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
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y su Gaceta, Tomo VII, Mayo de 1998, página 1029, que 

dice: 

 

 
LEGITIMACIÓN PASIVA, FALTA DE. NO ES UNA 

EXCEPCIÓN PERENTORIA QUE PUEDA SER 
CONTRARIA A LA ACCIÓN. 

 
La falta de legitimación pasiva no constituye una 

excepción perentoria que tienda a destruir la acción, ya que 
simplemente es un requisito de la misma acción que al no 
estar satisfecha provoca la absolución de la instancia, lo 
que trae como consecuencia que el actor pueda volver a 
demandar. Ello es así, porque tal figura jurídica sólo 
produce la cosa  juzgada formal, pero no la material, habida 
cuenta de que la resolución que al efecto se dicte 
únicamente obra en el litigio donde se decidió la ausencia 
de dicha legitimación. 

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
 

Por otra parte, es importante señalar que la 

determinación anterior, no vulnera el derecho fundamental 

de acceso a la jurisdicción establecido en el artículo 17 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

conforme al cual corresponde al Estado mexicano impartir 

justicia a través de las instituciones y procedimientos 

previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible 

con el artículo constitucional referido, que el órgano 

legislativo establezca condiciones para el acceso a los 

tribunales y regule distintas vías y procedimientos, cada 

uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de 

procedencia que deberán cumplirse para justificar el 

accionar del aparato jurisdiccional, dentro de los cuales 

pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que regulen, 

entre otros, la legitimación activa y pasiva de las partes; 

 



   

. 

 

16 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia con 

número de registro digital 2015595, emitida por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Materia 

Constitucional, publicada en el Semanario Judicial de la 

federación y su Gaceta, Libro 48, Noviembre de 2017, 

Tomo I, página 213, que dice:  

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA 
JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO 
PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD 
CON LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE 
PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN. 

 
De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 42/2007, (1) 
de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
SUS ALCANCES.", deriva que el acceso a la tutela 
jurisdiccional comprende tres etapas, a las que 
corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa 
al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la 
jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las 
garantías del debido proceso; y, 3) una posterior al juicio, 
que se identifica con la eficacia de las resoluciones emitidas 
con motivo de aquél. En estos términos, el derecho 
fundamental de acceso a la jurisdicción debe entenderse 
como una especie del diverso de petición, que se actualiza 
cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales, 
motivando su pronunciamiento. Su fundamento se 
encuentra en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual corresponde 
al Estado mexicano impartir justicia a través de las 
instituciones y procedimientos previstos para tal efecto. Así, 
es perfectamente compatible con el artículo constitucional 
referido, que el órgano legislativo establezca condiciones 
para el acceso a los tribunales y regule distintas vías y 
procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes 
requisitos de procedencia que deberán cumplirse para 
justificar el accionar del aparato jurisdiccional, dentro de los 
cuales pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que 
regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación 
activa y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la 
oportunidad en la interposición de la acción, excepción o 
defensa, recurso o incidente; v) la competencia del órgano 
ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos 
documentos de los cuales depende la existencia de la 
acción; y, vii) la procedencia de la vía. En resumen, los 
requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actualiza 
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la improcedencia de una acción, varían dependiendo de la 
vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos 
mínimos necesarios previstos en las leyes adjetivas que 
deben satisfacerse para la realización de la jurisdicción, es 
decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de 
conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido 
a su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos 
de dicha resolución. Lo importante en cada caso será que 
para poder concluir que existe un verdadero acceso a la 
jurisdicción o a los tribunales, es necesario que se verifique 
la inexistencia de impedimentos jurídicos o fácticos que 
resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 
resulten discriminatorios. 

 
 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en 

los artículos 101, 105, 106, 107, 504, 505, 506, 661 y 

demás relativos y aplicables del Código de Procesal Civil, 

ambos en vigor del Estado de Morelos, es de resolverse y 

se: 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. Este Juzgado Tercero Civil de Primera 

Instancia del Cuarto Distrito Judicial del Estado de Morelos, 

es competente para conocer y resolver en definitiva el 

presente asunto y la vía elegida por el actor es la correcta, 

de conformidad con lo establecido en los Considerandos I 

y I de la presente resolución. 

 

SEGUNDO. La actora **********, no  acreditó la 

legitimación pasiva de la demandada, persona moral 

**********. 

 

TERCERO. Se dejan a salvo los derechos de la 

actora  **********, para que los haga valer en la vía y forma 

que corresponda. 

 



   

. 
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NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE  

 
Así, lo resolvió y firma la Maestra en Derecho 

GEORGINA IVONNE MORALES TORRES, Juez Tercero 

Civil de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial del 

Estado, ante la Tercer Secretaria de Acuerdos, Licenciada 

YOLANDA JAIMES RIVAS, con quien actúa y da fe. 

 


